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El tratamiento de las graves violaciones a los derechos humanos cometidas en Argentina entre finales del año 1974 y 1983 incluyó una amplia política de reparación económica. 

La reparación económica de las víctimas no ha merecido igual atención, a pesar de tratarse, por su alcance, de una experiencia sobresaliente a nivel mundial. Probablemente la razón se encuentre en que al momento en que estas medidas fueron dispuestas, ya que la democracia llevaba varios años reestablecida en Argentina y eran otros casos más actuales los que constituían el objeto de observación de analistas e investigadores. Por ello, quizás, a pesar de la cantidad de literatura sobre la transición Argentina, muy poco es lo que puede encontrarse sobre la reparación económica de las víctimas del terrorismo de Estado. Otra razón que sin duda debe influir en ese déficit, es la ausencia de información pública precisa que permita un análisis profundo.

Este trabajo tiene por objeto presentar un panorama completo acerca del alcance de la política de reparación económica de las víctimas de la última dictadura militar: a quiénes benefició, qué se reparó, cuánto se pagó, cómo se hizo efectivo el pago. El estudio pone su atención también en las motivaciones que llevaron a reparar a las víctimas y las posiciones adoptadas por los distintos actores que participaron en la definición de las medidas. En especial analiza el comportamiento del Estado y las organizaciones de derechos humanos, en la representación de las víctimas. 

Se analiza el origen de la política reparatoria,  mencionando algunas medidas de carácter económico adoptadas recién reestablecida la democracia, se describe la reparación a las víctimas de los delitos de detención arbitraria, desaparición forzada y homicidio y finalmente, las últimas normas legales dictadas al efecto.  
1.- Origen de la política de reparación .-
Durante los años 1984 y 1985 se dictaron una serie de leyes de carácter reparatorio. Los beneficios establecidos en estas normas no fueron exclusivamente económicos, ni se trató de una política en términos estrictos, aunque son disposiciones que tuvieron mucha importancia para reparar situaciones particulares que afectaban a los beneficiarios. 

Al disolverse la “Comisión Nacional sobre la Desaparición de Personas”, el Poder Ejecutivo Nacional se encontró ante la necesidad de crear un organismo que efectuara la sistematización de los datos reunidos por dicha Comisión y trasladara a la justicia, tanto las conclusiones de esa sistematización, como las nuevas denuncias que se recibieran  sobre la desaparición de personas. 

También era necesario continuar con la identificación de cadáveres N.N. y la búsqueda de los niños desaparecidos
. Por todo ello, el 20 de septiembre de 1984 —dos días después de la presentación del Informe “Nunca Más”- se creó la “Subsecretaría de Derechos Humanos y Sociales” dentro de la órbita del Ministerio del Interior de la Nación
. A esta nueva subsecretaría, se le asignó la custodia de toda la documentación reunida por la CONADEP. Posteriormente, la estructura orgánica del Ministerio del Interior fue modificada y la Subsecretaría cambió al rango de “Dirección Nacional de Derechos Humanos”.
 

Entre las funciones que se le asignó a la Dirección, se encontraban la de promover el cumplimiento de las normas internacionales sobre derechos humanos, recibir denuncias referidas a presuntos actos de discriminación y violación de derechos humanos, efectuar las diligencias para constatarlas y ponerlas en conocimiento de las autoridades judiciales y administrativas competentes. Por último, tenía a su cargo el funcionamiento de un centro de documentación en materia de derechos humanos y la coordinación de las actividades del “Banco Nacional de Datos Genéticos”.
 

Luego, en 1996, con nueva modificación de la estructura orgánica del Ministerio del Interior
, la Dirección Nacional se convirtió en la “Subsecretaría de Derechos Humanos y Sociales”. En 1999 se dispuso el traslado de la Subsecretaría a la órbita del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos
. Finalmente, desde febrero de 2002 se elevó al rango de “Secretaría de Derechos Humanos y Sociales”.
 

Este organismo fue autoridad de aplicación de la mayoría de las normas que se dictaron para reparar a las víctimas del terrorismo de Estado. Actualmente se la denomina: “Secretaría de Derechos Humanos y Pluralismo Cultural”¸en la cual cada víctima tiene un legajo. Aquellas que iniciaron denuncia ante la Conadep, se los consigna como “Legajo Conadep”, los que con posterioridad a la disolución de este comisión denunciaron delitos, poseen “Legajo Secretaría de Derechos Humanos” y finalmente, en el caso de homicidios, se los agrupó bajo la sigla “REDEFA”, que significa: “ Registro de Desaparecidos y Fallecidos”.
La primeras normas que se dictaron en los primeros años de la democracia, tuvieron por objeto resolver el problema de trabajadores que habían sido expulsados o cesanteados durante la dictadura, conforme a la siguiente síntesis:

a.-) Ley 23.053, del año 1984, disponiendo el reingreso al cuadro permanente activo del servicio exterior de la nación, de funcionarios declarados prescindibles durante la dictadura. 

b.-) En el mismo año se sancionó la ley 23.117, reincorporando a los trabajadores de las empresas del Estado, cesanteados por causas políticas y gremiales durante dicho período. 

c.-) En el año 1985, se dicto la ley 23.238, disponiendo la reincorporación y el reconocimiento del tiempo de inactividad a los efectos laborales y previsionales de los docentes que habían sido declarados prescindibles o cesantes por causas políticas, gremiales o conexas hasta el 9 de diciembre de 1983. La norma, estableció que la petición debería efectuarse en un plazo determinado desde el dictado de la misma. Pasado dicho plazo, se perdería el derecho a la reincorporación. 

d.-) Por su parte, la ley 23.523 del  24 de Junio del año 1988,  dictaminó la reincorporación de los trabajadores bancarios, despedidos por razones políticas.

e.-)  El 28 de septiembre de 1985 se dictó la ley 23.278, beneficiando a aquellas personas que por motivos políticos o gremiales fueron dejadas cesantes, declaradas prescindibles o forzadas a renunciar a sus cargos públicos o privados, o se vieron obligadas a exiliarse. Estableció que el período de inactividad se computaría a los efectos jubilatorios. En este caso, se llamo al período de jubilación, como SERVICIOS FICTOS, estando a cargo del peticionante, hacerse cargo de sus propios aportes. 
 

Por su parte, algunas personas que habían estado detenidas a disposición del Poder Ejecutivo Nacional en virtud del Estado de Sitio, dictado el 6 de Noviembre del año 1974, iniciaron juicios civiles, reclamando al Estado la indemnización de daños y perjuicios. Este reclamo, dio comienzo a un debate en la órbita del Poder Judicial, que contribuyó posteriormente a la sanción de medidas reparatorias de carácter legislativo.

En la esfera de los organismos de “Derechos Humanos”, también se inicia el debate sobre la posibilidad de que el Estado reparara económicamente las violaciones a los derechos humanos de una manera amplia. Se formó el “Grupo de Iniciativa para una Convención contra las Desapariciones Forzadas de Personas”
, que se propuso promover instrumentos jurídicos internacionales y nacionales
 tendientes a prevenir dicho crimen. 

En octubre de 1988, el Grupo organizó en Buenos Aires un coloquio internacional en el que se discutió y elaboró un proyecto de Declaración sobre la “Desaparición Forzada de Personas”, en adelante “DFP”, para ser presentado a la Asamblea General de las Naciones Unidas y un anteproyecto de Convención Internacional para la prevención y la sanción de este delito. 

Es de hacer notar que en el ámbito internacional, en el año 1993, hubo una declaración de la ONU, sobre la Protección de todas las Personas contra la Desaparición Forzada, pero no fue una Convención, sino solo una declaración. En el escenario americano, el 9 de Junio del año 1994, en Belém do Para, Brasil, se dictó la “Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas”. Y recién el 20 de diciembre de 2006,  la Asamblea General de las Naciones Unidas, mediante la resolución A/RES/61/177, adoptó sin voto, es decir por consenso, la “Convención Internacional sobre Desaparición Forzada de Personas”.
Volviendo al tema del sistema reparatorio argentino, en principio las discusiones versaron especialmente sobre la necesidad de esclarecer lo ocurrido a las víctimas e imponer sanciones a los responsables, incorporando por primera vez en el debate local, la obligación del Estado de otorgar una reparación económica.

El tema provocó una ruptura en los Organismos de Derechos Humanos , especialmente en “Madres de Plaza de Mayo”, sosteniendo el sector liderado por Hebe de Bonafini, que una reparación económica, importaba aceptar la muerte de las personas desaparecidas. 
. Durante el gobierno constitucional de Raúl Alfonsín (1983-1989) se adoptaron algunas medidas reparatorias de carácter general, sin embargo, fue recién durante el gobierno de Carlos Menem (1989-1999), que se dictaron las mayores medidas, que conforman la reparación económica a las violaciones a los derechos humanos, tras una fuerte intervención de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

2.- Medidas iniciales.-  
La primera medida adoptada por el Estado argentino fue la concesión de una pensión a los cónyuges e hijos de personas desaparecidas, mediante la sanción de la Ley Número  23.466, dictada el 30 de Octubre del año 1986. 
La norma definió a las víctimas de desaparición forzada, como aquellas personas que hubieran sido privadas de la libertad y luego hubieran desaparecido, o aquéllas que hubiesen sido alojadas en lugares clandestinos de detención o privadas del derecho a la jurisdicción. Los beneficiarios cobrarían una pensión, que en su monto equivalía a la jubilación ordinaria mínima percibida por un trabajador retirado. Recibían también la cobertura social del Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados, que incluye básicamente asistencia medica y medicamentos.
Podían acceder a estos beneficios: 
· Los menores de 21 años de edad que tuviesen uno o ambos padres desaparecidos. Los beneficios caducaban cuando la persona cumpliera 21 años salvo en casos de discapacidad. Con posterioridad se prorrogó el tiempo de beneficio, extendiéndolo hasta el momento en el cual se completaran los estudios universitarios o se cumplieran 25 años.
· El esposo o la esposa legalmente casados o el que hubiere convivido con la víctima durante un período mínimo de cinco años inmediatamente anteriores a su desaparición. En este caso el beneficio no caducaba, por ello el Estado aún les sigue pagando la pensión y otorgando la asistencia médica.

· Los padres y/o hermanos incapacitados para el trabajo y que no desempeñaran actividad lucrativa ni gozaren de jubilación, pensión, retiro o prestación no contributiva. Al igual que en el caso anterior, los beneficios no caducaban. 

· Los hermanos menores de edad huérfanos de padre y madre que hubieran convivido con la víctima en forma habitual antes de la desaparición. Este beneficio tampoco caducaba.
La “DFP” debía justificarse, mediante la denuncia formulada en sede judicial o ante la ex Conadep o la Secretaría de Derechos Humanos y Sociales. La reglamentación estableció que en los casos en los que la denuncia no diera suficiente cuenta de los hechos, éstos podrían ser acreditados mediante declaración testimonial de dos o más personas. 
Este sistema, se denomina en el fuero civil y comercial “Proceso Voluntario de Información Sumaria”. Actualmente , a pesar de esta ley, la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación, no acepta este tipo de  prueba en las leyes que mas adelante se mencionan, por considerarlo un proceso unilateral y sin intervención contradictoria.  Sin embargo, en un fallo del mes de mayo del corriente año 2018, la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, le otorgó el carácter de instrumento público a la sentencia dictada en esos procesos.    
Uno de los temas que surgieron en el debate fue la posible incompatibiliadad entre la pensión concedida por la ley y el derecho de las víctimas a reclamar las indemnizaciones del derecho civil
. Sin embargo, no hubo desacuerdos sobre este punto y esta ley, en especial, no excluyó el ejercicio de ninguna acción prevista por la legislación. 
El entonces diputado Fernando de la Rúa, quién en el año 1999 fuera elegido Presidente de la República,  planteó la necesidad de dictar una ley más general de indemnizaciones que contemplara toda la violencia, la de los militares y la de los grupos armados. Esta posición encarnaba una de las ideas fuerza del gobierno de Alfonsín, conocida como la teoría de los dos demonios. En los actos de gobierno, se exponía la idea de que la acción de grupos terroristas habría dado origen a la represión ilegal, igualmente criminal. Esta concepción resultó inaceptable en todo momento para los organismos de derechos humanos y los familiares de las víctimas. 
Es que el Estado solo puede actuar dentro de los límites de la moral y el derecho, de lo contrario pierde legitimidad. Los delitos de los particulares no justifican el apartarse de esos cánones. En el caso de crímenes, comunes o políticos, cometidos por particulares, los afectados pueden y deben recurrir a la protección del Estado, a quien corresponde el monopolio legítimo de la fuerza. En cambio, cuando es el Estado quien los ejecuta, las víctimas se encuentran totalmente indefensas.
. Esta elocuente explicación fundamentaba la necesidad de reparar a las víctimas del terrorismo de Estado, que de ningún modo es extensible, a quienes actuando como agentes de este último, violaron los más elementales derechos humanos.
3.- Medidas concretas de reparación a las víctimas.-
A fines del año 1989 asumió la presidencia de la Nación, Carlos Saúl  Menem, candidato del Partido Justicialista, extendiendo su mandato hasta finales de 1999. Durante su gestión, se dictaron las normas más importantes de reparación económica para las víctimas de las violaciones a los derechos humanos cometidas entre los años 1974 a 1983.
Este período coincide con la definitiva paralización de la actuación de la justicia, ya que por iniciativa de Raúl Alfonsín, se sancionó en el año 1986 la ley de “Punto Final” 
 y al año siguiente,  la de “Obediencia Debida”
, que dieron fin a la persecución penal contra la mayoría de los cuadros militares y miembros de las fuerzas de seguridad por su participación en el Terrorismo de Estado.  Posteriormente, entre 1989 y 1990, Carlos Menem indultó a los integrantes de las Juntas Militares que habían sido condenados en la Causa 13/84 y a unos pocos militares de alto rango que estaban aún sometidos a proceso. Paralelamente, dictó similar medida a favor de algunos jefes de la guerrilla, que se encontraban procesados. 

Las víctimas concurrieron entonces a la “Comisión Interamericana de Derechos Humanos” (en adelante CIDH) para denunciar la violación de la “Declaración Americana sobre Derechos y Deberes del Hombre” y la “Convención Americana sobre Derechos Humanos”. El 2 de octubre de 1992 la Comisión, dictó el “Informe 28/92”,  en básicamente dispuso: 1.-) La leyes 23.492 y 23.521 y el Decreto 1002/89 , son violatorias de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 2.-)  Recomienda que el Gobierno de Argentina, otorgue a los peticionarios una justa compensación por las violaciones a sus derechos. 3.-) Recomienda al Gobierno de Argentina, la adopción de medidas necesarias para esclarecer los hechos e individualizar a los responsables de los delitos cometidos por el Estado durante la pasada dictadura militar y  4.-)  Dispone la publicación del  informe 
. 

Algunas personas que habían sido detenidas a disposición del Poder Ejecutivo, en virtud del decreto que instauró el Estado de Sitio, una vez que fueron liberadas, iniciaron juicios contra el Estado, reclamando una indemnización por los daños y perjuicios sufridos. Entre ellos se encontraba el propio Presidente de la Nación que había sido preso político entre 1976 y 1981. El número de personas detenidas a disposición del Poder Ejecutivo durante la dictadura y en los años inmediatamente anteriores ascendió a más de 10 mil. A estos detenidos, se los conoce como “detenidos blanqueados”, situación distinta al que fue privado clandestinamente de su libertad. Un porcentaje menor de estos detenidos a disposición del Poder Ejecutivo,  se encontraba acusado de haber cometido algún delito, mientras que la gran mayoría había sido detenida en virtud del Estado de Sitio. 
Los planteos formulados por las víctimas fueron rechazados, porque la justicia consideró, que en virtud del artículo 4047 del Código Civil Argentino, tales acciones se encontraban prescriptas, pues fueron interpuestas con posterioridad a los dos años que consigna esta norma. 

Estas decisiones fueron apeladas con diferentes argumentos. Algunas personas que habían sido liberadas antes de que la dictadura militar terminara, alegaron que no habían podido iniciar la acción judicial en tiempo,  porque en aquel momento el Estado no otorgaba garantías suficientes, por lo que se les debía reconocer un plazo adicional para interponer sus reclamos, de conformidad con lo que establecía el antiguo artículo 3980 del Código Civil. Sostenían que el término de la prescripción debía comenzar a computarse a partir del 10 de diciembre de 1983, fecha en que se recuperó la democracia. 
 

Otro de los argumentos esgrimidos por las víctimas fue que la responsabilidad del Estado que permitía instar la acción civil en su contra, no había podido ser probada sino hasta el juicio a las Juntas Militares, en el que se tuvo por acreditado el plan sistemático de Terrorismo de Estado. 
En consecuencia, algunas decisiones judiciales consideraron que la prescripción debía computarse desde el 10 de diciembre de 1983, día en que asumió la Presidencia de la Nación, el Doctor Raúl Alfonsín,  por lo cual el término para presentar la acción judicial se extendía hasta el 10 de diciembre de 1985. El fundamento de estas decisiones, que no fueron apeladas por el Estado y quedaron firmes, residía en el hecho de que solo con el retorno de la democracia, existieron condiciones de seguridad para presentar denuncias judiciales. 

Por el contrario, hubo casos rechazados que analizados por la Corte Suprema, fueron resueltos desfavorablemente. El Tribunal Supremo de la Nación, consideró que el transcurso del tiempo producía efectos jurídicos, salvo en los casos en que una ley específica establezca lo contrario, por lo que el término de dos años, debía computarse desde el momento en que la persona recuperó la libertad. 

Las decisiones de la Corte Suprema afectan sólo a los casos en los que se dictan, sin extenderse a otros que se encontraban firmes, por lo que se crearon situaciones de desigualdad entre las víctimas. Quienes ganaron los juicios cobraron indemnizaciones y quienes perdieron por decisión de la Corte Suprema, no pudieron cobrar. Esta situación determinó una presentación por parte de algunas de las víctimas, cuyos reclamos habían sido rechazados, ante la “CIDH”. 
 Estos casos, se conocen públicamente como , el “Caso Birt”.
En su presentación ante la “CIDH” los peticionarios sostuvieron que las sentencias de la Corte Suprema violaban el derecho a la justicia consagrado en el artículo XVIII de la “Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre” y las garantías judiciales consagradas por los artículos 8 y 25 de la “Convención Americana sobre Derechos Humanos”. Los afectados manifestaron a la Comisión, su voluntad de arribar a una solución amistosa, que la Comisión publicó en el Informe 1/93. 
. 

El gobierno argentino, respondió que el caso debía ser declarado inadmisible, porque los hechos a los que se refería habían ocurridos con anterioridad a la entrada en vigencia de la Convención Americana
. La asunción de nuevas autoridades en el gobierno nacional provocó un cambio en la política estatal. El nuevo presidente, miembro del Partido Justicialista y ex preso político, ya había ganado un juicio por daños y perjuicios contra el Estado por ese motivo
. En una audiencia concedida por la “CIDH”los representantes del Estado, informaron que el gobierno del presidente Carlos Menem “no estaba necesariamente en desacuerdo con los peticionarios”. Indicaron que el propio presidente había estado detenido por razones políticas durante el gobierno militar, que simpatizaba con la situación de los peticionarios, y que quería brindarles una compensación adecuada, todo ello conforme al Informe 1/93 de la “CIDH” ya mencionado.  

En dicha oportunidad, el gobierno presentó a la Comisión copia del Decreto 798/90, que autorizaba la creación de una Comisión ad hoc, para redactar un proyecto de ley, que brindara a los peticionarios la compensación que merecían. Tanto la “CIDH” como los peticionarios, expresaron su aprobación por esta decisión del gobierno. 

La comisión ad hoc, elaboró un proyecto de ley que se envió al Congreso de la Nación
 y luego fue desarmada. Debido a la demora en tratarse dicho proyecto y en virtud de la voluntad del gobierno de cumplir con la “CIDH” y los peticionarios, se sancionó el Decreto 70/91 el 10 de enero de 1991, que brindaría una compensación adecuada a los peticionarios. Los peticionarios aceptaron esta medida adoptada por el gobierno.
 

La intención del presidente Menem, era, por una parte, ganarse el respeto de la Organización de los Estados Americanos (OEA), mediante el cumplimiento de las decisiones de sus órganos y por otra parte, implementar una política que reparara a sus compañeros de militancia política, que habían sido víctimas de la dictadura, tal como lo había sido él. 

Los beneficiarios de esta norma, eran las personas que durante la vigencia del estado de sitio hubieran sido puestas a disposición del Poder Ejecutivo nacional y que cumplieran con los siguientes requisitos: a-) haber iniciado juicio por indemnización de daños y perjuicios, con anterioridad al 10 de diciembre de 1985
 ,  b-) que la acción hubiera sido declarada prescripta por sentencia firme, o -)  haber iniciado una demanda y que ésta se encontrara en trámite, al momento de la entrada en vigencia del decreto. 

Quienes tuvieran acciones judiciales en trámite, podían optar por continuarlas, en cuyo caso si se decretaba cumplido el plazo de prescripción, podrían acogerse a los beneficios del decreto o elegir cobrar la indemnización que la norma otorgaba, renunciando a la acción entablada. El beneficio previsto en este decreto, fue equivalente a la treintava parte de la remuneración mensual, asignada a la máxima categoría del Escalafón para el Personal Civil de la Administración Pública Nacional, por cada día que duró la detención. 

La decisión de que la suma a pagar se estableciera en relación con lo que cobra un alto empleado de la Administración Pública Nacional, tenía para el gobierno un sentido especial. “La forma en que se fija el monto –relata Alicia Pierini, Subsecretaria a cargo de la Subsecretaría de Derechos Humanos y Sociales y Sociales durante el gobierno de Carlos Menem - tiene que ver con la idea de reparación y no de indemnización. Nosotros queríamos que se pagara por cada día de detención, lo que hubiera cobrado un trabajador del estado y de la más alta categoría que no pudo trabajar. Implicaba romper con los criterios del derecho laboral y con criterios de los accidentes de trabajo… ”.
La norma contemplaba explícitamente un incremento para los casos en que la víctima hubiera fallecido o sufrido lesiones gravísimas en el sentido del artículo 91 del Código Penal. El decreto disponía que en caso de que las personas hubieren fallecido durante la detención, el beneficio se fijaría en la misma forma que en el resto de los casos, computándose el lapso hasta el momento de la muerte y que el monto se incrementaría, por el solo hecho de la muerte, en una suma equivalente a la prevista en esta ley, para cinco años de detención. En los casos de personas que hubieran sufrido lesiones gravísimas, el beneficio se incrementaría en una suma equivalente al setenta por ciento del monto adicional previsto para casos de muerte. 

Según lo establecido en este decreto, se pagaron por cada día de detención $27,oo. El pago fue realizado en dinero en efectivo, mecanismo que posteriormente se modificó. Según información proporcionada por la “Secretaría de Derechos Humanos y Sociales”, aproximadamente 227 personas recibieron esta reparación. 

En los casos en los que se produjo la muerte, el beneficio se calculó de la siguiente manera: $ 27,oo por cada día de detención más $49.275,oo que era el equivalente a cinco años de detención. En los casos de lesiones gravísimas, se pagaron $ 27,oo por cada día de detención más $34.492,oo que era el equivalente al 70% del monto correspondiente a cinco años de detención. Al día de la fecha no existe información oficial publicada respecto al monto de cada una de las reparaciones pagadas, lo que impide establecer una estimación de la erogación total del Estado a raíz de la aplicación del Decreto 70/91. 

La solicitud para el cobro debía ser presentada ante el ministerio del Interior, que debía comprobar “en forma sumarísima” el cumplimiento de los recaudos exigidos y el lapso que duró la detención. Si se resolviera negativamente, se podría presentar recurso de apelación, dentro de los diez días ante la justicia ordinaria que debía resolver en veinte días.

El pago debía hacerse efectivo dentro de los sesenta días a partir de la decisión favorable. En caso de no concretarse, se podía reclamar judicialmente por medio del procedimiento establecido para ejecución de sentencias. Quienes percibieron el beneficio —en caso de fallecimiento de las víctimas podían pedirlo quienes los sucedieran en sus derechos
- debían renunciar a todo otro derecho de indemnización por daños y perjuicios
. 
4.- La reparación a las víctimas de detenciones arbitrarias.-
Menos de un año después de sancionado el decreto 70/91, el Congreso Nacional sancionó la ley 24.043. Al igual que el decreto, esta norma otorgó un beneficio, a las personas que antes del 10 de diciembre de 1983 hubieran estado detenidas a disposición del Poder Ejecutivo, en virtud de la declaración del estado de sitio. También para aquellos civiles que fueron detenidos por decisión de tribunales militares, con o sin sentencia, que hubieran o no iniciado juicio por daños y perjuicios. No podían solicitar el beneficio quienes hubieran percibido alguna indemnización, en virtud de sentencia judicial por los mismos hechos. 

La solicitud del beneficio se tramitó también ante el Ministerio del Interior, ex “Dirección de Derechos Humanos”, actual “Secretaría de Derechos Humanos”, autoridad de aplicación de la ley. Las autoridades debían comprobar en forma sumarísima, el cumplimiento de los recaudos exigidos y el tiempo que duró la detención. Los solicitantes debían declarar bajo juramento, que habían estado detenidos en las condiciones establecidas por la ley, durante el período comprendido entre el 6 de noviembre de 1974 y el 10 de diciembre de 1983
. 
Para el cómputo del lapso de la detención, se tuvo en cuenta el acto del Poder Ejecutivo que decretó la medida o el arresto efectivo no dispuesto por orden de autoridad judicial competente y el acto que la dejó sin efecto. En los casos de personas que fallecieron durante la detención, el término se computó hasta el momento de la muerte y el beneficio se incrementó en una suma equivalente a la prevista en dicha ley para cinco años detención. Para quienes durante la detención sufrieron lesiones gravísimas
, el monto del beneficio se incrementó en una suma igual al setenta por ciento de la prevista para el caso de muerte. Este beneficio pudo ser percibido por los sucesores del beneficiario en caso de muerte o de declaración de ausencia con presunción de fallecimiento.

La detención y su lapso de duración, se probaban a través de la presentación de copias de Recursos de Habeas Corpus o de la respectiva sentencia, constancias de autoridad competente, aquéllas expedidas por la Subsecretaria de Derechos Humanos respecto de los hechos denunciados y que obren en el archivo de la Conadep, documentación de expedientes judiciales y administrativos, documentación obrante en la Comisión y la Corte Interamericana de Derechos Humanos. La documentación obrante en instituciones nacionales e internacionales de defensa de los Derechos Humanos, los artículos periodísticos y el material bibliográfico, se evaluaron junto a las demás pruebas aprobadas. 

Para la prueba de las lesiones se admitió la historia clínica del lugar de detención, la copia de la sentencia judicial que las haya tenido por acreditadas, y la historia médica o clínica elaborada por instituciones de salud oficiales. Se estableció que en caso de resultar necesario se podría disponer la realización de una junta médica en un hospital público. 
Para la revisión de la decisión que denegara el beneficio en forma total o parcial se previó un recurso judicial igual al establecido en el decreto 70/91. Las víctimas recibieron una reparación equivalente a la ya explicada en el mencionado decreto. Según lo establecido por esta ley y en su resolución reglamentaria se pagaron $74 por cada día de detención.
En los casos de personas que fallecieron durante la detención el número de días se computó hasta el momento de la muerte y además el beneficio se incrementó en una suma equivalente a la prevista en dicha ley para cinco años detención. Por cinco años de detención se reconocieron 1826 días, lo cual implica un incremento de $136.254,50 en el beneficio.
Para quienes durante la detención sufrieron lesiones gravísimas, además de la indemnización reconocida por el número de días de detención, el monto del beneficio se incrementó en una suma equivalente al setenta por ciento de la establecida en caso de muerte. De este modo, por lesiones gravísimas se reconoció un incremento en la reparación equivalente a 1.279 días de detención equivalentes a la suma de $94.490,14.

Las indemnizaciones se hicieron efectivas en Bonos de consolidación de la deuda pública, específicamente “Bocon Proveedores Serie II”. Se trata de documentos ,  través de los cuales el Estado argentino reconoce la existencia de una deuda y garantiza su pago. Es decir que el Estado en lugar de pagar en dinero, entrega estos títulos de deuda, que los tenedores posteriormente canjearán por dinero. Cada bono tiene un valor nominal o de capital y a su vez paga un interés. Los bonos pueden ser canjeados en cualquier momento, al precio que coticen en el mercado cambiario o pueden ser canjeados al Estado a su valor total al momento de su vencimiento. Los “Bocones Proveedores Serie II”, vencen a los 16 años de su emisión.
El plazo para la presentación de expedientes venció el 17 de septiembre del año 1998. Según fuentes de la Secretaría de Derechos Humanos y Sociales aproximadamente 13.600 personas reclamaron este beneficio, de las cuales aproximadamente 7.800 tuvieron resolución favorable, todo esto según datos brindados en informalmente por la Secretaría de Derechos Humanos, ya que hasta el día de la fecha no existen datos oficiales. 
A las personas que habían cobrado el beneficio establecido en el decreto Nº 70/91, les fue reconocida la diferencia entre los $27 por día de detención que estipulaba dicho decreto y los $74,66 que estableció esta ley. El plazo dentro del cual debió reclamarse el cobro del beneficio, fue de 180 días desde que la ley entró en vigencia.
En el mes de agosto de 1994, se amplió nuevamente el alcance de la cobertura para personas que estuvieron detenidas por tribunales militares o puestas a disposición del poder ejecutivo. Esta vez el beneficio se extendió a quienes habían iniciado acciones judiciales y ganado su caso, pero que habían obtenido un resarcimiento por daños y perjuicios inferior al que se había otorgado en virtud del decreto Nº70/91 y la ley 24.043
. 
La ley 24.043 comenzó a implementarse en enero de 1992, luego de que se superaron diversos obstáculos de tipo político y administrativo
.
La falta de recursos por parte de la entonces “Dirección de Derechos Humanos”,  obligó a implementar un sistema de recepción de peticiones en el que colaboran solo dos organismos de derechos humanos
. En 1992 se creó el “Consejo Federal de Derechos Humanos”, estructura que permitió a la “Dirección de Derechos Humanos” designar un funcionario en cada provincia, para que pudiera hacerse efectiva la reparación prevista en la ley. En agosto de 1992 la “Dirección de Derechos Humanos”,fue elevada al rango de “Subsecretaría de Derechos Humanos y Sociales”.
En la aplicación de la ley, surgieron nuevos inconvenientes que debieron ser resueltos. Uno de estos problemas fue que muchas de las personas que reclamaban el cobro de la reparación, tenían juicios penales iniciados en su contra. Es decir que su detención no obedecía al dictado del estado de sitio, sino a la acusación de haber cometido delitos. Se trataba de delitos cometidos en el marco de la lucha armada y por ello el gobierno tenía la intención de incluir a estas personas en los beneficiarios de la reparación, aunque la norma legal no lo habilitaba tal situación. 
 En estos casos se extendió el beneficio haciendo caso omiso a la existencia de causas penales pendientes de resolución, sin objeción por parte de ninguna de las reparticiones involucradas.
Otra dificultad era probar las lesiones sufridas durante el cautiverio, pasados tantos años desde que habían ocurrido, dificultad que subsiste hasta el presente.  

Otro problema que se debió enfrentar, fue si los hijos de personas detenidas, que estuvieron presos junto a sus padres o nacieron en cautiverio, debían cobrar también la reparación económica. A pesar de superar la centena, estos casos no estaban contemplados en la ley. La Subsecretaría emitió un dictamen favorable pero la Unidad de Auditoría, delegación de la Sindicatura General de la Nación, dictaminó desfavorablemente. Con posterioridad, la Secretaría elaboró un proyecto de ley para remediar esta situación,pero no fue sancionado por el Congreso. Sin embargo, en el año 1995, Alicia Pierini, promovió la indemnización del hijo de Mabel Alicia Grimberg, quién había sido detenida el 18 de Noviembre del año 1975 en la ciudad de Mar del Plata y encarcelada en el penal de Villa Devoto. Al momento de la detención, la víctima se encontraba embarazada y el niño nació en el penal. Este caso, sirvió de precedente para el dictado de una ley posterior. 

Más allá de estos problemas, un inconveniente central a resolver en el ámbito del Poder Ejecutivo, era que llegado el año 1994 no se había pagado a ninguna víctima. Esta situación obedecía, según los funcionarios involucrados, a la falta de una estructura administrativa adecuada y a que existían desacuerdos dentro del gobierno acerca de la escala de empleo en la administración pública, que se debía utilizar para establecer el monto a pagar.
 

El retraso generaba muchas críticas por parte de los afectados y los organismos de derechos humanos. En marzo de 1994 se dictó una resolución conjunta de los ministros de Interior y Economía
, en la que se estableció el modo en que se llevaría adelante el pago del beneficio, resolviéndose  que éste sería calculado según el nuevo escalafón para la Administración Pública Nacional. Esto implicaba que se abonaría una suma mayor que la que se había pagado por el decreto 70/91. Como  en el caso anterior, a quienes habían cobrado en aplicación del decreto 70/91, se les reconoció la diferencia para equipararlos a quienes cobraron por la ley 24.043. La resolución permitió comenzar a pagar la reparación. 
5.- La reparación por Desaparición Forzada de Personas y los asesinatos.- 
Sin duda, este tema fue el que mayor debate produjo. La discusión por el lado de las víctimas, giró en torno al temor de que el Estado estuviera entregando dinero, a cambio del silencio sobre los hechos o la impunidad de los responsables. Por ello, se insistió constantemente que se dejara en claro que el Estado debía dar esas respuestas. Con fundamento en ese temor, se exigió que los desaparecidos fueran declarados legalmente tales y no muertos y que cualquier dinero entregado por el Estado fuera dado a nombre de las propias víctimas y no de sus sucesores legales. 

La declaración por parte del Estado de que la persona continúa desaparecida, implica un reconocimiento oficial y la asunción de que el cuerpo no ha sido recuperado y de que no se sabe cuál fue el destino final. En este proceso de reparación surgió entonces un nuevo estatus legal para las personas en el ordenamiento jurídico argentino: fue la figura del "Ausente por Desaparición Forzada". No se trataba sólo de una cuestión semántica o política, tenía además muchas consecuencias sobre el trámite, para el cobro del beneficio económico que el Estado iba a entregar.
La “DFP”, planteó situaciones a las que el ordenamiento jurídico no podía dar soluciones. El orden legal argentino, prevé soluciones jurídicas aplicables a diferentes situaciones de ausencia prolongada de las personas, pero ninguna se ajustaba para solucionar los problemas jurídicos, que la “DFP” presentaba para los familiares de las víctimas. El Código Civil contemplaba la categoría de personas vivas o muertas y adicionalmente la “Ausencia con Presunción de Fallecimiento”, asimilable a la muerte. Una demanda fundamental para los familiares, desde que perdieron esperanzas de que los desaparecidos aparecieran con vida, fue que las autoridades no los consideraran muertos, hasta que sus cuerpos fueran hallados. 

Este reclamo, se mantuvo a pesar de que la declaración de muerte permitía sortear obstáculos como por ejemplo la apertura de un juicio sucesorio para poder disponer de los bienes. Hasta 1994 no se adoptó ninguna solución legislativa específica para este tipo de problemas. 

La respuesta oficial a este problema fue la sanción el 11 de Mayo de 1994, de  la Ley Número 24.321,llamada  de “Ausencia por Desaparición Forzada”, que no presume que la persona falleció, sino que el Estado asume que no está, porque fue secuestrada ilegítimamente por sus agentes y nunca apareció, ni viva ni muerta. 

Esta ley, que no tenia antecedentes en la legislación nacional, ni internacional, creó esta figura legal para todas las personas que hubieran desaparecido involuntariamente hasta el 10 de diciembre de 1983 –día en que se reestableció la democracia-, sin que se tenga noticia de su paradero. Como la persona no está legalmente muerta, fue necesario establecer quienes podían legítimamente solicitar al juez, que declare su  “Ausencia por Desaparición Forzada”. De este modo, se estableció una presunción acerca del interés legítimo en esta declaración del cónyuge, los ascendientes, los descendientes y los parientes sanguíneos hasta el cuarto grado.

El pedido debe hacerse ante un juez y la “DFP” puede acreditarse a través de denuncias presentadas ante jueces, ante la Conadep o ante la Secretaría de Derechos Humanos y Sociales. Al recibir la solicitud, el juez debe requerir informes a la autoridad ante la cual la desaparición hubiera sido denunciada y ordenar la publicación de edictos por tres días sucesivos. Transcurridos sesenta días corridos se procede a declarar la “Ausencia por Desaparición Forzada”, fijándose como fecha presuntiva aquella que consta en la denuncia originaria. 
Una vez que la víctima fue declarada ausente por desaparición forzada, puede iniciarse el proceso sucesorio y quienes sean declarados sucesores, en tal calidad, podrían reclamar al Estado, el resarcimiento del daño correspondiente. 

Abriendo un paréntesis aca, es necesario aclarar que la persona desaparecida no cuenta con certificado de defunción, por lo cual hasta la actualidad, su nombre continua apareciendo en los padrones electorales. En el año 2008, hubo una iniciativa para dictar una ley que consigne al lado de tal persona, la leyenda, “Ausente por Desaparición Forzada”. La ley no se dicto, pero por un fallo de la Justicia Nacional Electoral, la norma se cumple actualmente. Es más, la mayoría de las personas desaparecidas, aun mantienen activo su CUIL y por otra parte, en los juicios en los que se dicto una sentencia de “Ausencia por Desaparición Forzada” y se ofició la misma al Registro Nacional de las Personas, esta Agencia Estatal, no toma nota de la misma. 
Es así, que en el mes de diciembre del año 1994 , a iniciativa del partido gobernante, pero también por presión de la “CIDH”  se sancionó la ley 24.411, que otorgó una reparación económica a las víctimas de “DFP” , sus sucesores y causa habientes. 

Sin lugar a dudas, esta ley fue la que suscitó discusiones sobre lo que significaba reparar económicamente los crímenes de la dictadura, aun sin castigo. Para comprender los debates que se generaron, es necesario tener en cuenta los conflictos que desató la compresión de  la figura jurídica de “ DFP”. 
Al dictarse esta ley, en base a la norma anteriormente citada y que se llamo “Ausencia por Desaparición Forzada de Personas” , se habilitó la vía , para que los sucesores de la víctima, pudieran acceder al beneficio, sin aceptar que la persona había muerto.
Sabiendo que la ley 24.411, iba a provocar intensas discusiones, la misma se sancionó de madrugada y un poco a escondidas de los medios de difusión. Tal es así, que la redacción original sólo contuvo algunas disposiciones mínimas que habían obtenido el acuerdo de todas las partes, pero no cubrió cuestiones que resultaban sustanciales para hacer posible su aplicación, tema este que debió ampliarse posteriormente con la sanción de la ley 24.823.

Si la discusión política en el ámbito del gobierno era difícil, también lo era para los organismos de derechos humanos y los familiares de las víctimas. Ni unos ni otros, reclamaron abiertamente el otorgamiento de una reparación económica. Si bien sabían que tenían derecho, cuestiones de orden subjetivo y político, les impedían hacerlo valer. 

La pelea por la reparación de los presos políticos, había sido encabezada por los presos mismos, y no por sus familiares. En cambio, en el caso de los desaparecidos tuvieron que hablar los familiares y esto provocó conflictos difíciles de explicar. Se insinúan algunas cuestiones de orden subjetivo, nunca enunciadas abiertamente por los afectados. La que con mayor frecuencia aparece, es cierto sentimiento de culpa por reclamar el pago de dinero, sentimiento independiente del derecho a la reparación, del que los familiares tienen clara conciencia. 

De parte de los organismos de derechos humanos hubo un acompañamiento de las propuestas del gobierno, pero solo eso. Estas organizaciones no gestionaron la sanción de la reparación de la desaparición forzada, pero –con excepción de la Asociación Madres de Plaza de Mayo- tampoco se opusieron. Su participación, en relación con el gobierno, se centro en marcar los limites de las medidas que estarían dispuestas a aceptar y aquellas que no. En este sentido, expresaron los mismos temores que los familiares. En relación con los beneficiarios, su función fue asesorar a las victimas en cuanto a sus derechos.

Una muestra clara de estas preocupaciones, puede encontrarse en algunas declaraciones públicas de los organismos de derechos humanos. La “Comisión de Familiares de Desaparecidos y Detenidos por Razones Políticas”, elaboró un comunicado titulado: "No vendemos la sangre de nuestros hijos. Reivindicamos su lucha”,en el que resalta positivamente, que cada medida reparatoria significó el reconocimiento del Estado de alguna parte de los crímenes o de sus consecuencias. En cuanto a la ley 24.411 destaca que “...El resarcimiento no se circunscribe a una mera reparación económica. La mayoría de los familiares preferiríamos medidas de restitución, satisfacción y sobre todo de garantías de no repetición.” 

Otra cuestión que preocupaba a las Organizaciones de Derechos Humanos, era que el trámite del beneficio fuera lo menos tedioso posible y que se evitara que los familiares debieran repetir, un peregrinaje similar al efectuado durante la dictadura. 

La ley estableció el beneficio como una opción, es decir que quedó en cada familiar la posibilidad de presentarse a reclamarlo o no. Las Madres de Plaza de Mayo agrupadas en la “Asociación de Madres de Plaza de Mayo”, liderada por Hebe P. de Bonafini, sostienen que los familiares no deben cobrar la reparación económica y que quienes lo hacen,se prostituyen. El resto de las organizaciones de Derechos Humanos, incluidas las “Madres de Plaza de Mayo Línea Fundadora”, sostiene que la decisión debe ser tomada en forma individual, por cada uno de los afectados. 
Finalmente, luego de los debates recién mencionados el esquema de reparación quedó establecido del siguiente modo: Por una parte, se otorgaría una suma de dinero para las personas que al momento de promulgación de la ley se encontraran desaparecidas, que sería percibido “por medio de sus causahabientes”, y tambien, por sus sucesores en caso de haberlos. 
Tal es así, que el titulo de la norma dice: “Beneficios que tendrán derecho a percibir , por medio de sus causa habientes, personas que se encuentran en tal situación”.
La ley abrió dos escenarios. El primero, reparar a los causa habiente de la personas que al momento de la sanción de la norma, permanecieran en situación de “DFP. Y el segundo, que ampliaba el beneficio para los causa habientes de toda persona fallecida por el accionar de las Fuerzas Armadas, de Seguridad, de cualquier Grupo Para Militar con anterioridad al 10 de diciembre de 1983, determinando una fecha límite, pero no el inicio del período, en el que el asesinato debía haber ocurrido . A su vez, e introdujo en el derecho argentino, la noción de causa habiente, mucho más amplia que la figura jurídica del “sucesor”  . 

Abriendo otro paréntesis acá, bastante tiempo después otra polémica se abrió, con la frase: “accionar de las Fuerzas Armadas”, ya dio pie a intensos debates casuísticos , como es el caso, de si se debía reparar a los caídos en los ataques a cuarteles militares o dependencias policiales, debate aun no cerrado. 

La falta de previsión de la fecha desde la cual se repararían las desapariciones forzadas y los asesinatos obedecía a que el terrorismo de Estado, comenzó a implementarse en Argentina durante el gobierno de María Estela Martínez, viuda de Perón, quien fue derrocada por el golpe militar del 24 de marzo de 1976. Durante aquél período en el que se destacó la actuación de un grupo paramilitar conocido como la “Triple A” o “Alianza Anticomunista Argentina”, se produjeron las primeras desapariciones forzadas y una gran cantidad de asesinatos de opositores políticos, cuya cifra se estima en casi 1000 personas.  

La ausencia del inició del período a reparar suscitó algunos inconvenientes que debieron resolverse por medio de resoluciones administrativas durante la ejecución de la ley. De este modo, la “Secretaría de Derechos Humanos y Sociales”, resolvió reparar aquellos casos ocurridos antes del golpe de Estado, en los que se presentara una metodología que coincidiera con la implementada por las fuerzas armadas, de seguridad o parapoliciales probada por en la sentencia del Juicio a las Juntas Militares. 
 
De todos modos, esa fecha ya había sido fijada con anterioridad, al reformarse la ley 24.043, estableciendo el período que va desde el 6 de Noviembre de 1974 al 12 de Diciembre de 1983, por lo que se aplicó analógicamente esta norma. 

La norma excluyó de sus beneficiarios a quienes hubieren sido víctimas de desaparición, pero hubieran aparecido con vida. Estos casos fueron incluidos en la reparación otorgada por la ley 24.043, correspondiente a los presos políticos. 
En los casos de desaparición forzada de personas, la ley 24.823, estableció que en tanto la ausencia permanezca, la indemnización se distribuye entre los causahabientes en el siguiente orden de prelación: descendientes, cónyuge, ascendientes y parientes colaterales dentro del cuarto grado inclusive. 
 La ley también se aplica a las uniones matrimoniales de hecho que hayan tenido una antigüedad de por lo menos dos años anteriores a la desaparición o fallecimiento. Esto debía ser probado fehacientemente. Como excepción al Código Civil, la ley estableció que los hijos, que como consecuencia de la desaparición forzada o muerte de uno o ambos padres, hubieran sido dados en adopción plena, tendrán derecho a la percepción de la indemnización establecida por la presente ley.
La ley 24.411, modificó también la exigencia de declaratoria de herederos. Se dispuso, que la persona cuya “Ausencia por Desaparición Forzada” se hubiera declarado judicialmente, percibiría dicha reparación pecuniaria a través de sus causahabientes, los que deberían acreditar tal carácter en sede judicial. 
 El juez que hubiese intervenido en la causa de “Ausencia por Desaparición Forzada”, sería competente para dictar la “Declaración de Causahabiente”
, declaración que tendría efectos análogos, a los de una “Declaratoria de Herederos” .
 
La ley estableció que: “Bajo pena de nulidad en lo pertinente, en ningún supuesto, el juez interviniente podrá declarar la muerte, ni fijar fecha presunta de fallecimiento”, aunque generalmente todos los jueces suelen fijar la feha presunta de la desaparición. 
 
Los medios probatorios permitidos para acreditar la “DFP”, fueron realmente amplios. Esto revestía especial importancia, porque debido a la clandestinidad de la represión en Argentina y a la ausencia de una investigación judicial exhaustiva, muchos casos resultan difíciles de probar. Afortunadamente el Estado se hizo cargo de esa situación y exigió un nivel de prueba posible de alcanzar. A su vez, fue una decisión política que la carga de la prueba no cayera absolutamente en los familiares, sino que el responsable fuera el Estado, aunque podría pedirles ayuda. 

Cabe acotar, que lo comentado en el párrafo anterior, solo se cumplió en la primera etapa de este plexo normativo. Actualmente, toda la prueba la debe producir el afectado o sus familiares, siendo el Estado un mero espectador, alargando por muchísimos años este tipo de reclamaciones. Es más, a partir de la derogación de las Leyes de “Punto Final” y “Obediencia Debida”, comenzaron a sustanciarse numerosas causas en la Justicia Federal, contra más de 1000 represores. En las mismas, el Estado, a través del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación y de la Secretaría de Derechos Humanos, también de la Nación, se presenta como querellante y en consecuencia, tiene conocimiento de lo acontecido a cada víctima. Sin embargo, las Autoridades de Aplicación de todas estas leyes, no reconocen como prueba las sentencias dictadas en dichos juicios, hasta que no queden firme en Casación o en la Corte de la Nación. 
Como medios de prueba se aceptan la denuncia penal por privación ilegítima de la libertad y/o la resolución del juez que establece de manera preliminar que la desaparición se debe a esa causa.
. También se acepta la denuncia ante la Conadep, cuyo certificado extiende la Secretaría de Derechos Humanos y Sociales, o la denuncia formulada ante la propia Secretaría. Cuando la desaparición figura en el listado de víctimas elaborado por la Conadep se considera probada
. Por último, se aceptan otros medios de prueba comunes previstos en la legislación procesal, tales como la declaración de testigos, pero solo en sede judicial y con muchas exigencias.

El asesinato se acredita por resolución judicial , por constancias administrativas que den cuenta de que en el hecho participó personal de las fuerzas armadas, de seguridad o paramilitares y también por medios gráficos, los que son de un valor importantísimo, porque muchos de ellos daban cuenta de numerosos “enfrentamientos armados”, que en realidad nunca lo fueron. El fallecimiento también puede acreditarse con la denuncia realizada oportunamente ante la Conadep. En este caso también se aceptan otros medios de prueba comunes previstos en la legislación procesal. 

La solicitud para cobrar el beneficio se presenta ante la Secretaria de Derechos Humanos. Una vez que los beneficiarios han aportado toda la documentación requerida, el Ministerio del que depende la Secretaría, debe resolver sobre la procedencia del beneficio en el plazo de 360 días hábiles administrativos, aunque en la realidad, el trámite suele tardar entre 4 a 6 años, o quizás más.  
Antes de efectuar cualquier pago, la Secretaría debe requerir a la Policía Federal que informe si registra algún antecedente del desaparecido posterior a la fecha de la denunciada desaparición. Trámites de este tipo quedaron en cabeza del Estado, aunque inicialmente se pretendía que los cumplieran los familiares. 

Una vez acreditados todos los recaudos, y previo dictamen del servicio jurídico permanente del Ministerio del Interior, este Ministerio dicta el acto administrativo, en el que se declara la procedencia o improcedencia de la concesión del beneficio a las personas que hayan acreditado la calidad de causahabientes de la víctima. Estas personas deben declarar, que no han percibido indemnización por daños y perjuicios por los mismos hechos y renuncian a entablar acciones judiciales por igual motivo. 
La ley 24.411 establece, que en caso de duda sobre el otorgamiento de la indemnización, “deberá estarse a lo que sea más favorable al beneficiario o sus causahabientes o herederos, conforme al principio de la buena fe” y también que la resolución que denegara en forma total o parcial el beneficio, sería susceptible de revisión judicial, ante la Cámara Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal. 
Tanto para el caso de personas desaparecidas como asesinadas, se otorgó un beneficio equivalente a la remuneración mensual de los agentes Nivel A del escalafón para el personal civil de la administración pública nacional
, multiplicado por el coeficiente 100
. Según la ley y su reglamentación el beneficio otorgado fue de $224.000,oo que se pagaron con Bonos de Consolidación de la Deuda Pública Nacional,
 depositadas en el Juicio Sucesorio o en el expediente donde tramitó la “Ausencia por Desaparición Forzada”
De este modo, el pago efectivo de las indemnizaciones previstas en la ley 24.411, se formalizó a través de títulos de la deuda pública argentina. Las propuestas de pago en bonos, se modificaron sensiblemente luego de la crisis económica de finales del 2001. 
Para aquellas personas que obtuvieron el beneficio antes de diciembre de 2001, la propuesta estatal de pago fue la siguiente. El estado ofreció dos tipos de bonos que se habían creado en el año 1994 (año de promulgación de la ley), un bono expresado en moneda nacional (pesos) y otro bono expresado en moneda estadounidense (dólares). La diferencia entre los bonos era la moneda en la que se pagarían las amortizaciones del capital y los intereses. 

En ambos casos, los títulos públicos tenían un plazo de vencimiento a dieciséis años desde su emisión (desde el año 1994 al año 2010). Durante los primeros 72 meses el estado estaba liberado de pagar servicios financieros (intereses) y amortizaciones (capital) de esos bonos. La obligación concreta y efectiva de comenzar a pagar las amortizaciones y los intereses fue el mes de enero de 2001. A partir de esa fecha, el Estado debía pagar a través de 120 cuotas mensuales integradas por el capital e interés de esos títulos públicos. 

El Estado comenzó a pagar esas cuotas, pero en diciembre del 2001 declaró la cesación de pagos de todos los títulos de deuda pública, incluidos los bonos entregados en forma de pago de la ley 24.411. En marzo de 2002, todos los títulos que estaban expresados en dólares, fueron convertidos a la moneda argentina (pesos), a razón de un peso con cuarenta centavos por cada dólar. 

En mayo de 2002,a través de la  “Disposición 73” del Ministerio de Economía, el Estado resolvió exceptuar de la cesación de pagos, a los bonos que tuvieran como origen el pago de la indemnización prevista en la ley 24.411 y que se encontrasen en poder de sus tenedores originarios (es decir, los familiares directos de los desaparecidos).
Según informes de la Secretaria de Derechos Humanos, se recibieron hasta mediados del mes de febrero de 2004, 8200 pedidos de reparación por casos de Desaparición Forzada y asesinatos. De ellos, 200 fueron rechazados y 8000 fueron aprobados. De los aprobados, 7100 ya fueron abonados y el resto no han cumplido aun los tramites administrativos necesarios o se encuentran demorados. 

Según un cálculo del “CELS”, sin embargo,  para año 2002, se habían concedido 5.665 beneficios: por asesinatos 937, sobre 1648 peticiones y 4718 reparaciones, sobre 6483 pedidos, una cifra muy exigua, si nos atenemos a las declaraciones formuladas por el Coronel Camps, el 22 de diciembre de 1983, a la Revista “La Semana”, (Año VII, Número 368) , que dijo: “ Mientras yo fui jefe de la Policía de la Provincia de Buenos Aires, desaparecieron unas 5.000 personas. A algunas de ellas, le dí sepultara en tumbas NN”.  Camps fue Jefe de la Policía de la Provincia de Buenos Aires, entre 1976 y 1977.
En principio, tanto para la ley 24.043, como para la número  24.411, se fijó un plazo límite de presentación, obligando al vencimiento de los mismos a dictar leyes de prórroga. Finalmente por Ley Número 27.143, de fecha 17 de Junio del año 2015, se estableció que las solicitudes de beneficios de las víctimas o de sus familiares, no tienen plazo alguno de caducidad.
Los montos percibidos en virtud de estas leyes, no fueron objeto de críticas, aunque sí lo fue, la decisión de hacerlos efectivos en bonos de consolidación de deuda pública. Las razones de esta oposición eran claras. Por una parte, tratándose de un Estado pobre y débil, la tenencia de un titulo de deuda publica no garantizaba el cobro del dinero. Por otra, los bonos vencían transcurridos 16 años, por lo tanto solo podría cobrarse el total de la reparación económica vencido ese plazo. Quienes no pudiesen esperar 16 años para cobrar el dinero –por razones de necesidad o porque tratándose de personas mayores sabían que no vivirían tantos años mas- debían cambiarlos al precio que cotizaran en el mercado, lo que significaba cobrar un monto menor, que en un primer momento llego a un 40% de depreciación.  El default y reestructuración de la deuda externa, redujo sensiblemente el valor de las reparaciones, las que sufrieron una enorme erosión. 

Si bien no es posible establecer datos concretos del monto total pagado por el Estado Argentino, se estima que se abonaron alrededor de 1.170.000.000$ en concepto de reparación por detenciones arbitrarias
 y alrededor de 1.912.960.000$ por reparación de desapariciones forzadas y asesinatos
. Tomando estos datos el total abonado seria de 3.082.960.000$, aunque no es una estimación avalada por documentación alguna.
El desarrollo y la ejecución de la primera  etapa de esta política reparatoria  fue casi en su totalidad obra de la gestión del presidente Carlos Menem, con una destacada participación en todo momento de la entonces Subsecretaria de Derechos Humanos, Alicia Pierini, quien dio contenido jurídico a la política del gobierno en la materia. 
Actualmente las reparaciones, se abonan en Bonos de la Deuda Externa, serie PR 15, cuya cotización es muy alta, casi 1,75 a la par, con vencimiento a los cinco años de su emisión.
6.- Reparación a las víctimas del Plan Cóndor.-
Se denominó operación Cóndor a la coordinación represiva entre los gobiernos del Cono Sur para llevar adelante la represión ilegal. Esta coordinación comenzó a esbozarse en 1974 y se extendió hasta el fin de las dictaduras militares de la región. Se trató de una operación, que eliminó las fronteras nacionales a los efectos de la acción represiva. Permitió a los regímenes militares violar los Derechos Humanos de sus nacionales en territorios de otros países, cometiendo secuestros y asesinatos de extranjeros en los distintos países de Sudamérica.
 
Durante el gobierno de Carlos Menem, el Estado argentino promovió la sanción de leyes reparatorias por parte de los gobiernos de otros Estados donde había habido víctimas argentinas del Plan Cóndor,entre ellos Chile, Uruguay, Paraguay, Bolivia, y Brasil. Estos esfuerzos fueron en su mayoría infructuosos, con excepción de Brasil, que incluyó a las víctimas de nacionalidad argentina en su legislación reparatoria.  En contraste, las víctimas extranjeras de violaciones a los derechos humanos en Argentina, recibieron la misma compensación que otorgada a las argentinas, puesto que las leyes no hicieron distinciones basadas en la nacionalidad.
7.- Reparación a las víctimas menores de edad del terrorismo de Estado.
La ley 25.914, sancionada el 30 de agosto de 2004 a impulso del presidente Néstor Kirchner, repara a las personas que nacieron durante la privación de la libertad de sus madres, a los menores que permanecieron detenidos al momento de la detención o desaparición de sus padres por razones políticas y a las personas que hayan sido víctimas de sustitución de identidad. Este último supuesto, se refiere a aquellos casos de niños o niñas que fueron robados a sus padres detenidos-desaparecidos e inscriptos como hijos legítimos de otras familias (en muchos casos como hijos propios de los militares o policías que los sustrajeron de sus padres biológicos).
Las personas que sufrieron la sustitución de su identidad percibirán, por todo concepto, una indemnización equivalente a la fijada por la ley 24.411, es decir, 224.000 pesos. Para el resto de los casos contemplados en la ley, el beneficio consiste en el pago por única vez de una suma equivalente a veinte veces la remuneración mensual de los agentes Nivel A, Grado 8, del Sistema Nacional de la Profesión Administrativa.
 Dicha suma inicialmente se fijo en  71.288 pesos, ascendiendo actualmente a mas de $ 650.000,oo.

El beneficio se incrementará en un 50 por ciento para aquellas personas que hayan sufrido lesiones graves o gravísimas, como consecuencia de la situación establecida en la ley y según la calificación que efectúa el Código Penal acerca de este tipo de lesiones.  En los casos de las personas que hayan resultado muertas, el monto será incrementado en un 100 por ciento. 

En esta ley , el pago es en efectivo, mediante el depósito del dinero a nombre de la persona beneficiaria, o sus derechohabientes en caso de muerte. El beneficio establecido por esta ley, no puede ser percibido, si la persona ya recibió alguna indemnización judicial por los mismos hechos. 

Quienes hayan nacido durante la detención y/o cautiverio de su madre, deben presentar constancia de la fecha de nacimiento, anterior al 10 de diciembre de 1983, y acreditar, por cualquier medio de prueba, de que su madre se encontraba detenida o desaparecida, con independencia de su situación judicial. Aquellos niños o niñas que nacieron fuera de los establecimientos carcelarios o de cautiverio, deben acreditar por cualquier medio de prueba su permanencia en esos sitios, y la detención de alguno de sus padres. Quienes fueron víctimas de sustitución de identidad, deben presentar la sentencia judicial rectificatoria de la identidad, salvo que hayan sido adoptados plenamente y de buena fe, en cuyo caso deben probar por cualquier medio la desaparición forzada de sus padres.

La solicitud debe hacerse ante el Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos que comprobará el cumplimiento de los requisitos. En caso de dudas sobre el otorgamiento de la reparación la autoridad debe resolver, conforme al principio de buena fe, lo que sea más favorable a las víctimas. La ley prevé un recurso de apelación para los casos denegados, tramitado ante la Justicia Federal. 

8.- Reparación del exilio.-
Hasta la actualidad, se sigue discutiendo en la sociedad argentina, sobre el derecho de quienes debieron recurrir al exilio, a percibir  una compensación económica. Las opiniones en torno a esta cuestión han estado divididas y en virtud de ello los exiliados no fueron incluidos en las leyes reparatorias. Distintos proyectos de ley específicos fueron presentados al Congreso Nacional, pero no obtuvieron tratamiento y perdieron estado parlamentario. 
Sin embargo, el 14 de octubre de 2004, la Corte Suprema de Justicia de la Nación resolvió que la situación de quienes debieron abandonar el país, debido a la persecución de los militares y el peligro que corría sus vidas, es asimilable a la de quienes fueron privados de su libertad y por ello, corresponde extender la reparación económica a dichos supuestos.

La resolución fue dictada en el caso de “Susana Yofre de Vaca Narvaja”, quien luego del asesinato de su marido y del secuestro de uno de sus hijos, debió asilarse en la Embajada de México, partiendo luego a dicho país bajo el status de refugiada política.La Corte afirmó,que a pesar de que las normas que establecen la reparación económica no comprenden explícitamente los casos de exilio, éstos pueden ser incorporados por vía interpretativa, en virtud de la “vocación reparadora” que traducen dichas normas.

Los jueces establecieron que “las condiciones en las que la actora tuvo que permanecer y luego abandonar el país… demuestran que su decisión … lejos de ser considerada como ‘voluntaria’ o libremente adoptada, fue la única y desesperada alternativa que tuvo para salvar su vida ante la amenaza del propio Estado o de organizaciones paralelas o, cuanto menos, de recuperar su libertad pues, como desarrollo a continuación, considero que al momento de su decisión de extrañarse, ya sufría la mengua de tal derecho básico.”
 

El concepto de detención establecido en la ley 24043 no excluye -según el máximo Tribunal- “el confinamiento obligado de toda una familia … en el recinto de una embajada extranjera, y su posterior exilio inexorable como único medio de torcer el destino de muerte que ya habían sufrido dos de sus integrantes.”. En virtud de tales consideraciones, la Corte ordenó rever la sentencia del tribunal inferior que había denegado el derecho a la reparación. Con posterioridad  a dicho fallo, la Corte, en numerosos casos, se pronunció en el mismo sentido. 

La discusión judicial, dividió el exilio en dos géneros: el exilio puro y el exilio impuro. El primero se daba, cuando la persona había estado previamente detenida y por temor a una posible futura privación de su libertad, se exiliaba. El segundo escenario, se daba, cuando la persona probaba una persecución del Estado, que ponía en peligro su vida y su libertad de locomoción. En ambos casos, la justicia falló a favor de los peticionantes. 

La reparación otorgada al exiliado, era similar en dinero y plazo, a la de la persona efectivamente detenida y contemplada en la ley 24.043. Sin embargo, por la Resolución Administrativa, 2016-670-E-APN-MJ, del 16 de Agosto del año 2016, el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, la redujo en un 25%, resolución declarada inconstitucional por la Corte Nacional.

9.- Ultima Ley Nacional sobre reparación a víctimas de delitos de Lesa Humanidad.-
El plexo normativo a nivel nacional, en cuanto reparaciones, se cierra con el dictado de la Ley 26.564, sancionada el 25 de Noviembre del año 2009, a instancia del Diputado Dovena, que amplia el beneficio de la ley 24.043, retrotrayendo el plazo de inicio, conforme al articulado que se transcribe a continuación.

“Articulo 1°: Inclúyase en los beneficios establecidos por las leyes 24.043 y 24.411, sus ampliatorias y complementarias a aquellas personas que, entre el 16 de junio de 1955 y el 9 de diciembre de 1983, hayan estado detenidas, hayan sido víctimas de desaparición forzada, o hayan sido muertas en alguna de las condiciones y circunstancias establecidas en las mismas”.-
“Articulo 2°: Inclúyase en los beneficios indicados en el artículo anterior, a las víctimas del accionar de los rebeldes en los acontecimientos de los levantamientos del 16 de junio de 1955 y del 16 de septiembre de 1955, sea que los actos fueran realizados por integrantes de las Fuerzas Armadas, de seguridad o policiales, o por grupos paramilitares o civiles incorporados de hecho a alguna de las fuerzas”.
“Articulo 3°:  Inclúyase con los beneficios indicados en el artículo anterior, a los militares en actividad, que por no aceptar incorporarse a la rebelión contra el gobierno constitucional fueron víctimas de difamación, marginación y/o baja de la fuerza”.
“Artículo 4°: Inclúyase en los beneficios indicados en el artículo 1º, a quienes hubieran estado en dicho período, detenidos, procesados, condenados y/o a disposición de la Justicia o por los Consejos de Guerra, conforme lo establecido por el Decreto 4161/55, o el Plan Conintes (Conmoción Interna del Estado), y/o las Leyes 20.840, 21.322, 21.323, 21.325, 21.264, 21.463, 21.459 y 21.886.


“Artículo 5°: Inclúyase en los beneficios indicados en el artículo 1º, a quienes hubieran sido detenidos por razones políticas a disposición de juzgados federales o provinciales y/o sometidos a regímenes de detención previstos por cualquier normativa que conforme a lo establecido por la doctrina y los tratados internacionales, pueda ser definida como detención de carácter político”.
El sistema de pago, es similar al de la ley 24.043 y 24.411 y en caso de fallecimiento de la víctima, se seguía el mismo procedimiento establecido en dicha normativa. Y como se observa, la norma trata de reparar toda infracción a cargo del Estado Argentino, desde el año 1955 en adelante. Incluso, se incorpora como víctimas a los deudos del bombardeo a Plaza de Mayo, ocurrido el 15 de Junio del año 1955, que al momento del dictado de esa ley eran muy pocos.

Esta norma ha sido muy cuestionada por la Administración del Presidente Macri, volviendo la polémica, acerca de si correspondía reparar a aquellas personas juzgadas y condenadas en base a la Ley 20.840, más conocida como “Ley de Seguridad Nacional” o “Ley Antisubversiva”,  dictada durante el Gobierno Constitucional de María Estela Martínez de Perón. Finalmente primó lo sostenido por la CIDH, en el caso “ Inocencio Rodríguez, Petición 2829-02. Solución Amistosa”, concluido el 23 de marzo de 2011 y publicado en el Informe Número 19/11, en donde se sostuvo que dicha norma, aunque dictada en tiempos constitucionales, tenía por  objeto la persecución de disidentes políticos.

Pero como todas las cosas, en Argentina, la Autoridade de Aplicación de esta ley, tarda años y años en expedirse en cada expediente, lo que no se condice con el espíritu de la norma, atento a la avanzada edad de los peticionantes, los que suelen fallecer antes de percibir el beneficio. 
10 - Resultado de la Política de Reparación.-
La experiencia argentina se ha destacado por los esfuerzos realizados en la investigación de la verdad, el juzgamiento de las juntas militares y la reparación económica de las victimas. 

El transcurso del tiempo no ha acallado el reclamo de justicia, que paulatinamente ha encontrado respuestas institucionales satisfactorias. A través de los juicios por la verdad, los jueces han desarrollado investigaciones que intentan establecer qué ocurrió a cada una de las víctimas, completando así la información presentada por el Nunca Más. Posteriormente, al declararse la anulación de las leyes de “Punto Final” y “Obediencia Debida”, se reabrieron innumerables procesos penales en todo el territorio de la Nación, incorporando en las sentencias a numerosas víctimas, muchas de las cuales, no habían sido denunciadas originalmente ante la “Conadep”. 

La Corte Suprema de Justicia de la Nación, en el caso “Simón”, ha recetado la tesis de la supremacía de la norma internacional por sobre la local  expresando que “La progresiva evolución del derecho internacional de los derechos humanos con el rango establecido por el artículo 75, inciso  22 de la Constitución Nacional ya no autoriza al Estado a tomar decisiones –en el caso, la Corte Suprema declaró la invalidez constitucional de las leyes 23.492 y 23.521, de Punto Final y de Obediencia Debida- cuya consecuencia sea la renuncia a la persecución penal de delitos de lesa humanidad, en pos de una convivencia social pacífica apoyada en el olvido de hechos de esa naturaleza”.
La experiencia argentina en esta materia sobresale a nivel mundial, tanto por la extensión del programa en cuanto a delitos y víctimas, como en cuanto al dinero que se ha destinado. La estimación de tres mil millones de pesos, hasta mediados de los años 2004, equivale hoy a muchos millones de dólares y abarca un número cercano a dieciséis mil víctimas. Para un Estado con serias dificultades económicas y financieras, la reparación significó un esfuerzo que merece ser destacado. 

A pesar de la envergadura del programa y de sus implicancias de orden político y económico, éstas medidas no generaron discusión pública. En el seno del Congreso de la Nación, el debate fue evitado intencionalmente porque los impulsores de las leyes temían que no se aprobaran, si la discusión se desataba entre las distintas fuerzas políticas. La dificultad de la clase dirigente para afrontar un debate serio sobre el pasado es evidente y la causa puede encontrarse, en que su abordaje remite necesariamente a la actuación de cada fuerza política , durante ese período y a una rendición de cuentas no realizada.

Los medios de prensa no informaron y no se hicieron conocer públicamente opiniones a favor o en contra de las medidas, en esos momentos, aunque en los últimos dos años, han arreciado críticas a este sistema de reparaciones, por motivos políticos y en especial, de orden económico. 

Otro factor que obstaculizaba la discusión era la cantidad de dinero que el Estado ofrecía. En el momento en que se sancionaron las primeras leyes, debido a la política cambiaria (un peso equivalía a un dólar), la reparación representaba un suma de dinero muy importante. Eso generaba cuestionamientos morales y políticos. Por un lado, había quienes sentían que los desaparecidos habían luchado por producir cambios en la estructura económica de la sociedad y eso no se condecía con la aceptación de tanto dinero por parte de sus familiares. Por otro lado, la falta de sanción penal de los responsables, en el momento en que se sancionaron estas leyes,  hacía que muchos familiares percibieran la entrega del dinero como un premio consuelo y otros como una medida en reemplazo de la justicia. El debate, lamentablemente aún se encuentra abierto.

11.Ultima etapa.
La sanción de las leyes reparatorias argentinas, no fueron dádivas  o concesiones graciosas del Estado Argentino, sino la consecuencia de normas internacionales, de conocimiento público y que arrancan en las fechas ya mencionadas en este estudio, coincidiendo con lo que ya era un eco en la Comunidad Internacional: los Estados deben reparar integralmente los daños ocasionados a sus ciudadanos.

Sin embargo, como hemos visto, el Estado Argentino, pagó las indemnizaciones con Bonos Públicos de la Deuda Externa, que en su primera etapa sufrieron una enorme erosión. Se eligió un sistema, mediante el cual se tarifaba la reparación.

Al pagarse una suma fija por cada día de detención, que en estos momentos ronda los $ 1.250,oo con estas leyes, se beneficiaron mayormente aquellas personas que habían sufrido varios años de prisión, resultando inocua para quienes, torturados, violados, perseguidos posteriormente, fueron “chupados” clandestinamente, durante 5 o 6 días. No establecía compensación por los daños y perjuicios sufridos, por el insilio interno, por la frustración del proyecto de vida, por la pérdida de sus empleos, por el daño moral o psíquico. A más de ello, al cobrar el mencionado estipendio, los obligó a renunciar a cualquier acción jurídica futura.

Un ejemplo práctico ilustrará aún mas este desacople: una muchacha de 18 o 20 años, que en su plena juventud, fue secuestrada durante 6 días, violada reiteradamente, torturada salvajemente, percibiría hoy la “jugosa suma” de unos $ 7.500,oo, cancelada con un Bono de la Deuda Externa, que puede hacer efectivo dentro de cinco años.  Para obtener dicho beneficio, que se le otorgaría tras 4 o 5 años de gestión, debe realizar gastos que superan la reparación , como viajes a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, constituir domicilio legal en dicha localidad, contratar algún gestor, etc. 

Ello, en consecuencia ocasionó, que el inmenso escenario de personas clandestinamente detenidas o perseguidas, número que se calcula en más de 80 mil, haya perdido interés en tramitar alguna reparación, conforme a las leyes explicadas en este texto. 

En silencio, casi sin información pública, a partir del año 2010, los Estados Provinciales, comenzaron a sancionar normas, que otorgaban una pensión graciable a todas aquellas personas, que hubiesen estado clandestinamente detenidas entre el 6 de Noviembre de 1974 y el 10 de Diciembre del año 1983.
Así la Provincia de Buenos Aires, dicto en el año 2009 la ley número 14.042, reformada luego por la número 14.450, la Provincia de Córdoba sancionó el 13 de Abril del año 2012 la ley número 10.048, llamada de “Reparación Provincial a ex Presos Políticos de la Dictadura”, la Provincia de Santa Fe, asimismo dictó la ley 13.298 el 1° de Noviembre del año 2012, la Provincia de Mendoza, se sumo con otra ley, que lleva el número 8.395 del marzo del año 2012 y por último, el Estado Nacional, dictó la ley 26.913, en el año 2014.

Casi todas las normas provinciales, adoptaron la formula de la ley de la Provincia de Buenos Aires, que en su artículo primero dice: “Establécese una pensión graciable para aquellas personas que durante el período comprendido entre el 6 de Noviembre de 1974 y el 10 de diciembre de 1983 hayan sido condenadas por un Consejo de Guerra, puestas a disposición del Poder Ejecutivo Nacional, y/o privadas de su libertad, como consecuencia del accionar de las Fuerzas Armadas, de Seguridad o de cualquier otro grupo, por causas políticas, gremiales o estudiantiles”.  
Más allá del nombre jurídico que se ha elegido para el otorgamiento de estos beneficios, a los que se los denominó “pensiones graciables” , lo cierto es que son parte integrantes del sistema de reparación a las victimas del Terrorismo de Estado y asimilables a los otorgados, por las ley 24.043 y concordantes de la Nación. En todas las normas provinciales, para acceder a estos beneficios, es necesario acreditar que al momento de la privación ilegal de la libertad, el peticionante demuestre haber tenido domicilio en el ámbito de la provincia que  lo otorgue. 

El sistema fue aprobado , en parte, por la presión ejercida por la “Asociación Nacional de Ex – Presos Políticos”, y las Asociaciones Provinciales creadas al efecto. En un principio, el Estado Nacional, se negó a dictar una ley similar, que cubriera a ciudadanos no residentes en las provincias que ya tenían dicha legislación. En este momento, ocupaba la Presidencia la Doctora Cristina Fernández de Kischner , que curiosamente no era partidaria de este tipo de reparaciones, por momentáneas cuestiones políticas. 

Finalmente , se dictó la norma nacional, plasmada en la ley 26.913, con una cierta trampa jurídica: si bien abarcaba toda detención clandestina, solo, en principio, se tomarían en cuenta como cuestión probada, las situaciones de aquellas personas que ya había obtenido la reparación de la ley 24.043 y 26.564. Es así, que en la actualidad, el peticionante no beneficiario de las citadas normas legales, se encuentra ante graves dificultades de probar una detención ilegal, aún en los casos en que haya sido declarado víctima de delito de lesa humanidad, en diversas sentencias judiciales, dictadas desde el año 2007 en adelante. Consecuentemente, la prueba está en cabeza de la víctima.

Sin embargo, el descubrimiento de los Archivos de la Ex Dirección de Inteligencia de la Provincia de Buenos Aires (DIPBBA) , ocurrido en el año 2000, archivos que cuentan con cerca de 350.000 fichas de ciudadanos argentinos y que actualmente se encuentra en custodia de la “Comisión Provincial de la Memoria” de La Plata, ayudaron a contar con mayor prueba favorable a los peticionantes. Esta Comisión, de loable tarea, también ha podido recuperar gran parte de los Legajos de Presos Políticos, alojados en la Unidades Penales de la Provincia (Sierra Chica, U2 y U9 de La Plata, etc) , sumando así mayores pruebas a favor de las víctimas. 

A ello se sumo, la recuperación de todos los Archivos Secretos de la Prefectura Naval Argentina, tras gestión del Fiscal Federal de Bahía Blanca, Doctor Hugo Cañon, tras un allanamiento a la sede de esa Fuerza de Seguridad en la citada ciudad. También, las Provincias de Córdoba, Mendoza y Santa Fe, pudieron rescatar archivos de las unidades de inteligencia policiales locales. Otro aporte fue la desclasificación de los “Archivos Secretos” de la Embajada de Estados Unidos de América en Argentina, archivos que suman mas 5000 comunicaciones entre esa sede y el Gobierno Americano. 

Toda este acervo documental, fue de suma importancia, ya que al ser la represión un método clandestino de persecución, al requerir las Autoridades de Aplicación de las leyes en estudio, información sobre la situación atravesada por las víctimas, a las distintas dependencias policiales del país, estas generalmente respondían no tener dato alguno acerca de lo solicitado.  

El único que es renuente a brindar información, es el Estado Argentino, pues si bien existe un decreto del Presidente Néstor Kischner, que permite el acceso a los archivos secretos de la ex “ Secretaría de Inteligencia del Estado” (SIDE) y del temible “Batallón de Inteligencia 601”, dependiente del Ejército Argentino, es casi imposible tomar conocimiento de los mismos. Igual acontece, con los archivos secretos de la Policía Federal Argentina.

Con la ley 26.913, se produce una gran contradicción que consiste en lo siguiente: la Autoridad de Aplicación de este norma, acepta solo como prueba indicativa, toda mención sobre una víctima, consignada en los archivos antes detallados, pero no como prueba concluyente, mientras que por otra parte, muchos militares han sido condenados a cadena perpetua por la Justicia Federal Argentina , en base a esa misma documentación.

En fin, pese a todos estos inconvenientes, con este cuadro se cierra el Sistema Reparatorio Nacional, muy cuestionado por las autoridades nacionales actuales, pero que conforma una excelente novedad,  dentro del ámbito americano de reparación de los daños producidos por los excesos del Estado contra sus ciudadanos. 
Carlos A, Bozzi. Mayo de 2018. 
��
	 Desde el año 2004, la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación , se niega a proveer información sobre los montos que el Estado pagó en concepto de reparación a las víctimas del terrorismo de Estado. Ver, La Nación, 18 de octubre de 2004.


��
	 Alrededor de 600 hijos de personas desaparecidas, que fueron secuestrados junto con sus padres o nacieron durante el cautiverio de éstos, fueron entregados a familias que ilegalmente se los apropiaron inscribiéndolos como hijos biológicos. En la mayoría de los casos los apropiadores son familias de militares o miembros de las fuerzas de seguridad, aunque no exclusivamente. El delito de robo de niños es uno de los pocos que no fue objeto de amnistías ni perdones, como se menciona en la Causa 13/84. 


�	 Decreto Nº 3090 


�	 Mediante decreto Nº 645 de 1991


�	 El Banco Nacional de Datos Genéticos fue creado por ley 23.511.


�	 Implementada por el decreto Nº660


�	 Decreto Nº20 del 13 de diciembre de 1999. 


�	 Mediante decreto Nº 357/2002


�	 Sancionada el 22 de febrero de 1984.


�	 Sancionada el 30 de septiembre de 1984.


�	 Sancionada el 10 de septiembre de 1985.


�	 Sancionada el 28 de septiembre de 1985, publicada en el Boletín Oficial el 5 de noviembre de 1985.


�	 Abuelas de Plaza de Mayo, Asamblea Permanente por los Derechos Humanos, Asociación de Abogados de Buenos Aires, Asociación Americana de Juristas, Asociación Latinoamericana de Derechos Humanos, Asociación de Ex Detenidos Desaparecidos, Centro de Estudios Legales y Sociales, Familiares de Desaparecidos y Detenidos por Razones Políticas, Federación Latinoamericana de Asociaciones de Familiares de Detenidos- Desaparecidos –FEDEFAM-, Instituto de Relaciones Internacionales, Liga Argentina por los Derechos del Hombre, Madres de Plaza de Mayo -Línea Fundadora, Movimiento Ecuménico por los Derechos Humanos, Movimiento Judío por los Derechos Humanos, Oficina de Solidaridad con los Exiliados Argentinos, Servicio Paz y Justicia. 


�	 "La Desaparición. Crimen contra la humanidad", editado por la Asamblea Permanente por los Derechos Humanos, Buenos Aires, 1987. Esta publicación compila los trabajos expuestos en el encuentro.


�	 Públicamente la Asociación Madres de Plaza de Mayo ha manifestado que "quien cobra la reparación económica se prostituye" y que recibir dinero significa "vender la sangre de nuestros hijos". Estas posiciones muestran diferencias políticas sustanciales y explícitas con el resto del movimiento de derechos humanos. Se pueden profundizar sus postulados en http://www.madres.org.ar. 


�	 La cuestión fue planteada por el diputado Augusto Conte Mac Donell, padre de un desaparecido. 


�	 Mignone, Emilio: “Derechos Humanos y Sociedad, el Caso Argentino”. CELS y Ediciones del Pensamiento Nacional; Buenos Aires, 1991; p. 155.


�	 Ley 23492, publicada en el Boletín Oficial el 29 de diciembre de 1986 


�	 Ley 23521, publicada en el Boletín Oficial el 9 de junio de 1987.


�	 Decretos del Nº 1.002, 1.003, 1.004 y 1.005 publicados en el Boletín Oficial el 10 de octubre de 1989, y decretos Nº 2.741 al 2.746 del 29 de diciembre de 1990.


�	 CIDH, Informe Nº 28/92, casos 10.147, 10.181, 10.240, 10.262, 10.309 y 10.311 Argentina, dictado el 2 de octubre de 1992. Publicado en el Informe Anual de la CIDH 1992 – 1993; OEA/Ser.L/V/II.83; Doc. 14, 12 marzo 1993; Original: Español. htpp://www.oas.org. Los casos numerados en el expediente 10.311, se refieren a 22 víctimas de la ciudad de Mar del Plata


�	 El artículo 3980 liberaba al acreedor de las consecuencias de la prescripción cumplida, si hubiese existido un gran impedimento para instar la acción judicial.  


�	 El primer caso se presentó el 15 de febrero de 1989. Luego se presentaron otros casos, a medida que la Corte Suprema argentina dictó sentencia. Los peticionarios fueron: Miguel Vaca Narvaja; Bernardo Bartoli, Guillermo Alberto Birt, Gerardo Andrés Caletti, Silvia Di Cola, Irma Carolina Ferrero de Fierro, José Enrique Fierro, María Ester Gatica de Giulani, Héctor Lucio Giulani, Rubén Héctor Padula, José Mariano Torregiani, Guillermo Rolando Puerta. 


�	 Informe Nº1/93. Informe sobre solución amistosa respecto de los casos 10.288, 10.310, 10.436, 10.496, 10.631 y 10.771. Argentina, Informe anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 1992-1993, OEA/Ser.L/V/II.83, 12/03/93. (www.oas.org)


�	 El instrumento de ratificación argentino de la Convención fue depositado el 14 de agosto de 1984. El gobierno argentino sostuvo que al momento de la ratificación se dejó constancia de "que las obligaciones contraídas en virtud de la Convención sólo tendrán efectos con relación a hechos acaecidos con posterioridad a la ratificación del mencionado instrumento". Respuesta mencionada en el Informe Nº1/93, ya citado. 


�	 Según declaraciones formuladas por el propio Menem, su indemnización habría sido cercana a los $208.000.


�	 Decreto Nº 798/90 sancionado el 26 de abril de 1990. 


�	 Este proyecto sería, la base de la ley 24.043, dictada posteriormente.


�	 Los peticionarios aceptaron finalmente recibir la siguiente indemnización establecida de acuerdo a lo previsto en el decreto 70/91: Vaca Narvaja: 56.511 pesos, Bartoli: 36.855 pesos, Birt: 71.739 pesos, Caletti: 24.921 pesos; Di Cola: 58.212 pesos,Ferrero de Fierro: 4.401 pesos, Fierro: 20.655 pesos, Gatica de Giulani: 28.377 pesos, Giulani: 80.514 pesos, Olivares: 46.899 pesos, Padula: 56.403 pesos, Torregiani: 37.773 pesos, Puerta: 67.284 pesos. En el momento en que se sancionó esta resolución un peso equivalía a un dólar. En su resolución final, la CIDH expresó “su reconocimiento al gobierno argentino por su manifiesto apoyo a la Convención Americana y por haber cumplido con el pago de la compensación a los peticionarios, y por la aceptación, por parte de los peticionarios, de los términos del Decreto 70/91, complementado por la ley 24.043 de 23 de diciembre de 1991, como parte del proceso de solución amistosa acordado entre las partes…”.


�	 Entrevista con Alicia Pierini, 20 de julio de 2002. Durante su gestión se implementaron las normas que repararon a los presos políticos y a las víctimas de DFP.Tuvo un papel preponderante en la definición de la política de Derechos Humanos del gobierno de Menem.


�	 Esta fecha obedecía al criterio expuesto anteriormente para el cómputo del término de prescripción de la acción civil. Según este criterio, el plazo de prescripción de dos años debía computarse desde el 10 de diciembre de ,orque solo a partir de ese momento el estado garantizó la seguridad para reclamar judicialmente. 


	.


�	 El artículo 7 del decreto 70/91 estableció: “Los derechos otorgados por este decreto podrán ser ejercidos por las personas mencionadas en el artículo 1 o, en caso de fallecimiento, por sus derechohabientes”. 


�	 El artículo 11 del decreto 70/91 estableció: “El pago del beneficio importa la renuncia a todo derecho por indemnización de daños y perjuicios en razón de la privación de la libertad, arresto puesta a disposición del Poder Ejecutivo, muerte o lesiones, y será excluyente de todo otro beneficio o indemnización por el mismo concepto”. 


�	 Sancionada el 27 de noviembre de 1991, publicada en el Boletín Oficial el 2 de enero de 1992 con la observación efectuada en el decreto Nº 2722/91. Reglamentada por decreto Nº1023/92 modificado por decreto Nº 205/97. Ampliada por decreto Nº 1313/94..


�	 Este término fue establecido en el decreto reglamentario Nº 1023/92 y posteriormente en la ley 24.906, ya que no se consignó en la ley 24.043.


�	 De conformidad con la clasificación que estipula el CPN , artículo 91, ya citado. 


�	 Según el régimen de la ley 14.394. Esta ley permite declarar la muerte de las personas, cuyo paradero se ignora durante un plazo mínimo de 5 años. 


�	 Decreto 1313/94 del 1 de agosto de 1994.


�	 Alicia Pierini, recuerda que la implementación de esta norma “generó complicaciones porque el área a cargo de la aplicación no tenía capacidad para llevar adelante ese proceso. Era necesario armar un sistema administrativo dentro del Ministerio del Interior, pero el ministro a cargo no tenía voluntad de hacerlo.”.


�	 Con excepción del Movimiento Ecuménico por los Derechos Humanos y la Comisión de Familiares de Desaparecidos y Detenidos por Razones Políticas que colaboraron activamente en el reclamo de la reparación económica, los demás organismos de Derechos Humanos, si bien nunca se opusieron, tampoco apoyaron decididamente.


�	 Aunque la intención del gobierno era anterior a la sanción de la ley, este tema no fue incluido en el proyecto legislativo porque iba a generar una fuerte polémica y oposición que difícilmente pudiera ser superada en el ámbito del Congreso Nacional. Esta oposición provenía de que la dirigencia política,no estaba dispuesta a otorgar una compensación a quienes estaban acusados de cometer delitos, sino solo a quienes habían sido injustamente encarcelados. Por este motivo esta categoría de presos no fue incluida en la ley, pero se dictaminó posteriormente de manera favorable al cobro del beneficio, a través de resoluciones administrativas de la Secretaría de Derechos Humanos y Sociales.


�	 Pocos meses después de que la ley comenzara a aplicarse, cambió el escalafón de la Administración Pública Nacional, y se creó el Sistema Nacional de la Administración Pública –SINAPA- lo que generó problemas para determinar cuál era el “más alto nivel”, dentro de los empleados del estado a los efectos de lo establecido en esta ley y también provocó diferencias con relación a lo que se había pagado a los beneficiarios del decreto 70/91. 


�	 Resolución conjunta de los ministros Carlos F. Ruckauf, Ministerio del Interior y Domingo F. Caballo, Ministerio de Economía, del 10 de marzo de 1994. La resolución del Ministerio del Interior lleva el Nº 15/94 y la del Ministerio de Economía el Nº 352/94.


�	. Sancionada el 7 de diciembre de 1994. Decreto reglamentario 403/95 sancionado el 29 de agosto de 1995.El proyecto de ley fue presentado por el diputado Marcelo López Arias, del partido justicialista. Ver artículo 1° de la ley.





�	 Comunicado emitido en diciembre de 1994. Disponible para su consulta en el archivo de la organización.


�	 El decreto reglamentario de la ley en su artículo 2, especificó que se entendería por grupo paramilitar, los que actuaron en la lucha antisubversiva sin identificación de su personal mediante uniformes o credenciales.


�	 La Secretaría estableció como criterio, incluir a “todos los hechos comprendidos entre los comprobados por el Poder Jurisdiccional del Estado a través del pronunciamiento de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal de la Capital Federal, en la Causa 13. Y para aquellos casos anteriores al 24.03.76, corroborar si está vinculado con el sistema general de los hechos materia de conocimiento de la Causa 13 y que coincide con la metodología empleada por las Fuerzas Armadas o de seguridad ordenada a partir del 24.03.76, o en su defecto haya sido ejecutada por una organización paramilitar”. Resolución de la Secretaría de Derechos Humanos y Sociales en el expediente “Ortega Peña, Rodolfo s/ solicitud Ley 24.411”.


�	 Artículo 2 bis incorporado por la ley 24.823 a la ley 24.411. El orden establecido es igual al previsto en el Código Civil para las sucesiones sin testamento, artículo 3545. 


�	 Artículo 4 bis incorporado por la ley 24.823 a la ley 24.411


�	 Antes de dictar la Declaración de Causahabientes del desaparecido, el juez debe citar públicamente a todos los interesados para que puedan presentarse a reclamar sus derechos. Posteriormente, declara quienes son sus únicos causahabientes, conforme artículo 4 bis de la ley 24.411.


�	 Prevista en el artículo 700 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y Artículo 735 del Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires. 


�	 Conforme artículo 4 bis.


�	 De conformidad con la ley 24.321


�	 Dicho listado fue publicado en un libro anexo al informe Nunca Más, en el figuran todas las denuncias recibidas por la Conadep. 


�	 La prueba producida luego de la sanción de la ley,sólo es válida cuando sirva para corroborar documentación contemporánea a la desaparición.


�	 Al igual que en el caso de la desaparición forzada, la prueba producida luego de la sanción de la ley solo es válida cuando sirva para corroborar documentación contemporáneos al asesinato.


�	 Aprobado por el decreto 993/91


�	 En los casos en que se hubiera reconocido indemnización por daños y perjuicios por resolución judicial o se haya otorgado el beneficio previsto en el decreto 70/91 o por la ley 24.043 los beneficiarios sólo podrían percibir la diferencia entre lo establecido por esta nueva ley y los importes efectivamente cobrados por la otra normativa. Si la percepción hubiera sido igual o mayor no tendrán derecho a la nueva reparación pecuniaria


�	 Bocones Serie II, conforme decreto 726/97


�	 Ver detalles en WILSON, Ch., “Argentina’s Reparation Bonds: An Analysis of Continuing Obligations”, Fordham International Law Journal, February 2005, ps. 786 ss.  También ver: “Pasado y presente de la complicidad corporativa: responsabilidad bancaria por financiamiento de la dictadura militar argentina”. Juan Pablo Bohoslavsky  y Veerle Opgenhaffen 





�	 Para llegar a este número calculamos que se pago un promedio de 150.000 pesos a cada una de las 7.800 personas que cobraron la reparación.


�	 Se habrían pagado 224.000$ a 8540 personas.


�	 Ejemplo de esta operación es el asesinato en Argentina, por miembros de la Dirección de Inteligencia chilena (DINA), del general Carlos Prats, ex comandante en jefe del ejército durante el gobierno de Salvador Allende, ocurrido en septiembre de 1974. Para esa operación, agentes de la DINA chilenos se movilizaron a Buenos Aires y contaron, obviamente, con la colaboración argentina.


�	 Según el decreto Nº 993/91, texto ordenado en 1995. 


�	 “Yofre de Vaca Narvaja, Susana c/ Ministerio del Interior – resolución. M.J.D.H. 221/00” (expte. 443.459/ 98).


�	 No es muy publicitado el tema, pero hay personas que estuvieron detenidas por razones políticas,  hasta fines del año 1985.







